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SALA SEGUNDA

Sección Cuarta

Excmos .  S res . :

D. Miguel Rodrfguez-Piñero

y Bravo-Ferrer

D. Ant,onio Truyol Serra

D. Alvaro Rodrfguez

Bere i j  o

por
La Sección ha examinado el

don Manuel Espinosa Navarro.

Nún.  de Regis t ro:  2 .550/89

ASUNTO: Amparo promovj-do Por

don Manuel Espinosa Navarro.

SOBRE: Sentencia de la Sala

Segunda del Tribunal Supremo

que estlma el recurso de ca-

sación conEra la Sentencla

dictada Éor Ia Audiencj-a Pro-

vincial de Córdoba, sobre de-

l i to  de detención i Iegal .

recurso de amparo interpuesto

I. - AIVTECEDENTES

1.  El -  2L de d ic iembre de 1- .989 se presentó en eI

Registro de est,e Tribunal por el Procurador de los Tribunales

don Antonio de Palma Vi11alón, €rr nombre de don Manuel Espinosa

Navarro demanda de anparo contra la sentencia de la Sala Segun-

da del Tribunal Supremo de 6 de octubre de 1989, Por ser

contrar ia  a l  ar t fcu lo 24.L y  2 CE;  se insta,  además,  la

suspensión de 1a condena acordada por eI Tribunal Supremo.

2. La demanda se basa en los siguientes

a) La Audiencia Provincial de Córdoba, €rI

absolutorj-a de L9 de mayo de 1986, €rI la causa de la

currente venfa acusado por el Ministerio Fiscal

sentencia
que eI re-

y por la
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acusación part icular de un deli to de detenciones i legales, de-

claró probados los siguient,es hechos:

Sobre l-as ocho y treinta horas, del dla trece de
agosto de mi1 novecientos ochenta y t,res, Antonio
Araque O1medo, fontanero del Servicio Municlpal de
Aguas Potables deI Ayuntamient,o de Agullar de la
Frontera, eu€ regentaba entonces un puesto de venta
de carne en el- mercado de dicha local- ldad, fue
requerido por eI jefe de Ia plaza de abastos aI
objeto de f irmar el- recibf de un oficio f irmado por
el hoy procesado Manuel Espinosa Navarro en su ca-
lidad de Alcalde-Presidente del citado Ayuntamient'o
por el que se le part icipaba 1a necesidad de repo-
ner los precios de 1a carne de cerdo a aquéIlos que
habfan regido con anterioridad a una subida acorda-
da por los chacineros de]- lugar a mediados de jul io
deL pasado año, consignándose en dicho oflcio cua-
1es eran los precios de los productos cárnicos a
regir en 1o sucesivo. Ante este requerimiento, An-
tonio Araque que estaba en desacuerdo con aquella
comunicación por entender que los precios aplicados
estaban dentro de los l fmites de los autorizados,
se negó a f irmar e1 recibf del of j-cio y di jo a su
portador que se 1o devolviera al- Alcalde para que
éste "se 1o met iera en los huevos"  y  que asf  se 1o
di jera,  t ras 1o cual  e I  . Ie fe de Ia  Plaza se marchó.

Tres dfas después,  -For  co inc id i r  en fest ivos
los inmediatos anteriores- concretamente, €l 16 de
agosto del referido año la persona encargada de ha-
cer  la  not i f icac ión,  luego fa l I ida,  puso en conoci -
mj-ent,o, For escrito, a Ia A1caldla, Qf incident'e
ocurrldo, ya en las dependencias de] Ayuntamien-
to, y enterado el procesado Manuel Espinosa Nava-
r ro,  ent re las t rece y  t rece y  t re in ta horas,  I Iamó
a su presencia al Jefe de la Policfa Municlpal para
que procediera a la detención de Antonio Araque, rlo
siendo localizado el- primero, pero al verlos el
procesado luego en el edif icio, cort mot, ivo de est,ar
informando eI fontanero sobre eI valor de unos ma-
ter ia les,  d i jo  entonces a l  Jefe de la  Pol ic fa  Muni -
cipal "meta Vd. a este hornbre en la cárcel, bajo mi
responsabil idad, y responda de su custodia", ha-
ciendo saber al agente, después de practicada la
detención, los motivos de ést,a. Antonio Araque
Olmedo, durante eI tiempo que permaneció en el
Arresto Municipal, fue visitado por famil iares y
amigos, y en las pri-meras horas de Ia mañana sj--
guiente fue puesto, con parte explj-cativo, a dispo-
sición judicial, y ofdo en declaración por dicha
autoridad, sobre las trece horas se acordó su I i-
bertad, lncoándose el correspondiente procedimiento
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por presunto deli to de desobediencia a Ia autoridad
aunque luego eI Instructor declaró falt,a los hechos
y 1o remit ió al Juzgado de Distr j-to, recayendo
sentencia condenator ia  e l  30 de abr i l  de 1.984

b) EI acusador part, icular recurrló en casaclón ante

el Tribunal Supremo por infracción de ley, al no haberse

apl icado e l  ar t fcu lo L84 CP en re l -ac ión con e1 ar t , .  496.2 LECr.

c) El Tribunal Supremo en sentencias de 6 de

octubre de L989, estimó el recurso interpuesto y condenó al

recurrente como responsable, en concepto de autor, sin la

concurrencia de circunstancias modif icativas de la

responsabil idad criminal, d€ un deli to de det,ención i legal

comprendido en el art lculo 184 del Códigro Penal, a la pena de

tres meses de suspensión de todo cargo pt1blico, profesión u

oficio y derecho de sufragio, activo y pasivo, dl pago de l-as

costas procesales y que satisfaga, a don Antonio Araque O1medo

en concepto de indemnizacj-ón la suma de treinta mil pesetas,

declarando, f inalmente, su solvencia.

d) EI fundamento jurldico tercero de 1a sentencla

rescisor ia es el  s iguiente tenor l i teral :

"En este caso,  ür r  A1calde,  s in t iéndose ve jado por
unas palabras soeces proferidas por uno de sus ad-
ministrados, ordenó al- Jefe de Ia Pollcfa Municipal
que procediera a la detención del lenguaraz, la que
se l levó a cabo en el arresto municipal, donde per-
manecj-ó menos de veinticuatro horas, hasta que fue
presentado en el Juzgado. Por consiguiente, s€ ha
de examinar si,  eI Alcalde antedj-cho, estaba o no
facultado para ordenar la detención susodicha, y
eIlo aunque se desdeñe su aut,oritarismo, su f al-t ,a
de imparcj.alidad y su deber de remitir inmediata-
mente aI Juzgado aI presunto infractor, lo que asf
aconsejaba su condj-ción de Autoridad supuestamente
desobedecida y su calidad de ofendido por los
exabruptos del que fue luego detenido. Teniendo que
ser ,  la  respuesta,  forzosamente negat iva pues,  € l
supuesto infractor, podrá haber perpet,rado un deli-
to de desacato impropj-o sancionado, en el artfculo
244 de1 Código Penal, con las penas de arresto ma-
yor y multa, penas j-nferiores a la antigua de pri-
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sión correccional-, o un deli to de desobediencla
eu€, eI art,fculo 237 del mentado Código, sanciona
con arresto mayor y multa, penas inferiores a la de
pr is ión correcc ional ,  por  consiguiente,  s€ ha de
acudir aI nútmero 4e del art,fculo 492 de Ia Ley de
Enjuiciamiento crimj-nal, precepto que ordena y
faculta, a Autoridades y agentes de la Policfa ,Ju-
dicial, Ia detención de personas todavfa no proce-
sadas por deli tos a los que no esté señalada pena
superior a prisión correccional cuando concurren
los requisit,os siguientes: a) que sus antecedent,es
o las circunstancias del caso hagan presumible su
incomparecencia cuando sean llamados por la Autorl
dad jud ic ia l ;  b)  que Ia  Autor idad o sus agentes,
tuviesen motivos racionalment,e bast,antes para creer
en l-a existencia de un hecho que presente los ca-
racteres de detito, Y c) que los tengan también
bastantes para creer que la persona que intent'en
detener tuvo part icipación en é1. De 1o que se in-
f iere fue, la detención de que fue suj et 'o pas j-vo
Antonj-o Araque Olmedo, pudo hallarse justi f icada en
t,anto en cuanto era presumible hubiere cometido,
é1, un deli to de desacato o de desobediencla grave,
pero que fue abuslva, y arbltraria e i legal, €rl
cuanto, é1, Araque, carecf a de antecedent'es penales
y sus circunstancias no permitfan presumir que e1u-
dir la la acción de la Justicia. En resumen, presun-
to autor, €1 acusado, d€ infracciones cuyas penas
no exceden de 1a antigua prisión correccional, Y,
cuyos antecedentes o circunstancias no permitfan
presumlr que rehusara acudir a presencia judicial
cuando fuere llamado, su detencj-ón fue producto de
autoritarismo o de afán vindicativo deI Alcalde de
autos, €1 cual debió de abstenerse de decret 'ar y
ordenar esa privación de l ibertad ambulatoria, l i -
mitándose a dar a conocer los hechos presuntamente
del ic t , ivos,  con prev io atestado,  o  s in  é1 ,  d I  Juz-
gado de Instrucción competente, habiéndose extral i-
mitado en el ejercicio de sus funclones e incurrido
en la f igura delict iva a Ia que se refiere el
ar t fcu lo 184 del  Código Penal" .

3 . La lesión argüida por eI demandant,e es doble;

por un lado, vulneración del derecho a la tutela judicial efec-

ti-va y por otro vulneración del derecho a Ia presunción de i.no-

cenc ia .

Basa Ia primera de las presuntas quiebras constitu-

cionales en que eI Tribunal Supremo efectúa Ia condena por un

elemento que ante Ia Audiencia de Córdoba nunca fue objeto de
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debate,  a  saber :  Ia  prev is ib i l idad de la  sust racc ión a la

justicia por part,e del detenido y post,erior querel lante. Para

el demandante, €1 AIto Tribunal declara su culpabil idad sin que

ta1 elemento o modalidad delict iva haya sido objeto del debate

procesal, toda vez que el mismo se centró en torno a 1a puesLa

a d isposic ión jud ic ia l  de l  detenido.

La segunda de 1as lesiones constitucionales Ia s1-

tr la el act,or en eI ámbito de la presunción de inocencia. Asf

es: razona el demandante cómo es posibl-e que eI Tribunal Supre-

mo proceda a condenarle por un hecho que no fue objeto de deba-

te procesal dejando inatacados -pues otra cosa es legaLmente
j-mposible- los hechos declarados probados por Ia Audiencia Pro-

vincial de Córdoba. A1 decir de1 recurrente, condenarle por un

hecho del que no se ha podido defender vulnera, pu€s,

doblemente el- art. 24 CE, pues ni se ha podido defender de 1a

nueva modalidad dellct iva ni, con los mismos hechos probados,

se ha podido someter a probanza Ia nueva cuest. j-ón.

4. Por providencia de Ia Sección Cuarta de 26 de

febrero de 1-990 se acordó poner de manif iesto al recurrente y

al Minlsterio Fiscal, por un t,érmino común de 10 dfas, para que

alegasen l-o que estimaran convenj-ente, la posible extem-

poraneidad de Ia presentación de Ia demanda, For no constar

acreditada la fecha de notif icación de la sentencia del

Tr ibunal  Supremo [ar t .  50.  1 .  a)  LOTC en re lac ión con eI  ar t .

44. 2 I y la posible falta de contenido const, i tucional de 1a

demanda.

5.  E l  16 de marzo de 1990 se presentó por  Ia  repre-

sentación escrito evacuando el precÍtado trámite de

alegaciones. Para disipar e1 primer obstáculo, eI relativo a Ia

formulación fuera de plazo de la demanda, s€ acompañaba

cert, i f icación de la Secretarla de la Sal-a Segunda del Tribunal

Supremo por la que se hacfa constar que Ia sentencia impugnada

le fue notif icada el dla l- de diciembre de L989.
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Respecto de Ia posible faLta de contenido

constitucional de 1a demanda, €1 recurrent,e manif iesta que

reit,era sus argumentos vert idos a la hora de deducir su recurso

de amparo. Repite ahora, con apoyo doctrj-nal, que se ha

vulnerado la presunción de inocencia, siguiendo Ia doct,r ina de

la STC de 2L de octubre de 1985, por el hecho de que no se han

probado todos los elementos de1 deli to de detenciones i legales

por el que eI Tribunal Supremo Ie ha condenado. En efecto, €l

Tribunal Supremo en el fundamento jurfdico tercero de su

Sentencia dice que el precepto del nt lmero 4e del artfculo 492

del Código Penal ordena y faculta la det,ención de personas

todavfa no procesadas, cuando concurran, entre otros, los

siguientes requisit,os : " a) que sus antecedent,es o las

circunstancias del caso hagan presumible su incomparecencia

cuando sean l lamados por la Autoridad ,Judiclal". Se trata,

afirma el actor, de un elemento, de hecho, del t , ipo por el que

se ha condenado. Y sobre este punto en ninguna parte de las

actuaciones se ha producido un mfnimo de actividad probatoria,

sobre la eu€, luego, operarse lÍbremente, la valoración del

t,r ibunal sentenclador. Se destaca este punto, porque muchas

veces la Sala Segunda del Tribunal Supremo en los recursos de

casación estima -acertadamente- que no cabe hablar de

cuestiones no reflejadas en los hechos probados de la sentencia

de instancia; pero, prosigue e1 recurrente, ha de irse mucho

más allá: en esa sentencia no se ha valorado eI ánimo que movió

a aquél para ordenar l-a det,ención, y eIlo porque en ningtln

moment,o se ha planteado tal cuestión por l-as partes acusadoras

a 1o largo de todo eI procedimiento, Di aúln se ha seña1ado en

eI recurso de casación por infracción de ley planteado en su

dla,  n i  en e l  acto de la  v is ta ora1,  yd que a eI Ia  no as is t ió ,

s iqu iera,  € l  recurrente.

Esta argumentación, a juicio del actor, no puede

desbaratarse por que se considere que dicho elemento tfpico es

uno subjetivo y no objetivo. De nuevo , acudiendo a doctrina

cientff ica y jurisprudencia del AIto Tribunal, consj-dera que eI

requisit,o de haber probado los hechos externos de los que se
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inf iere eI elemento psicológj-co, que por su propia naturaleza

no es susceptible de prueba directa, r lo ha tenido lugar nl

remotamente en los presentes autos. En todo el sumarlo no se

habla para nada de las "circunstancias" del Sr. Araque Olmedo;

en la sentencla no se trata para nada de tales mismas circuns-

tanc ias;  y ,  de pronto,  en Ia  sentencia de casación se d ice tex-

tualmente: "y sus circunstancias no permitfan presumir que elu-

d i r fa  1a acc ión de la  Just , ic ia" .  Y se pregunta eI  actor :  "¿De

dónde este añadido gu€, como elemento del injusto se añade a

todo 1o tratado y debatido para dar base a una sent,encia

casacional? "  .

Por últ imo, considera Qü€, junto a 1a vulneración

de 1a presunción de inocencia, se ha producido una vulneración

de su derecho a la tutela judicial efectiva, toda vez que la

cuestión relativa a las circunstanclas y hechos que hubieran

dado pie a la creencia en Ia sustracción a 1a acclón de Ia

justicia del detenido no ha sido en ningún momento objeto de

debate procesal, por 1o eu€, al no haber sido pregunt,ado eI

acusado aI respecto, no pudo responder ni argumentar de contra-

r i o .

Concluye su alegato el actor solicj-tando Ia

admisj-ón a trámite de Ia presente demanda.

6.  Por  su par te eI  Min is ter io  F iscal ,  ér r  escr i to

presentado el L7 inmediato, se opuso a Ia admisión a tránite de

aquélla. Por un lado, rro consta acreditada Ia fecha en que la

sent,encia del Tribunal Supremo fue notificada a la impugnante y

por otro, entrando en el asunto del contenido constitucional de

l-a demanda, eI Ministerio Púb1ico considera que ésta carece del

mismo. A su decir, Di se ha producido indefenslón, puest,o que

de los hechos probados se inf ieren clarament,e las

circunstancias personales de Ia vfct ima, fr i  puede hablarse de

violación
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de 1a presunción de inocencia; en este últ imo caso, s€ trata de

una diferencia de valoración ante la prueba practicada entre el-
just ic iable y eI  órgano judic ia l .  Se concluye, por tanto,

instando la inadmisión a trámite de Ia presente demanda.

FT'NDAII,IENTOS JURIDICOS

Unico.- Si bien el recurrente ha acreditado

fechacientemente Ia fecha de notif icación de la sentencia del

Tribunal Supremo y, por consiguiente, ha disipado Ia sospecha

de extemporaneidad en su formuLación ante nosotros, tlo puede

decirse Io mismo respecto de la sospecha relativa a Ia falta de

contenido constitucional de su demanda.

En efect,o, €1 Tribunal- Supremo ha entendido que el

recurrente cometió un deli to de det,ención iIegaI. Y e1lo no

tanto en atenclón a los pedimentos de la vfct ima, es decir, Por

extral imitación en Ia puesta a disposición de Ia autoridad

judicial de 1a persona del- detenido, sino por derivarse

claramente de 1os hechos probados que faltaba a radice taz6n

bastante para proceder a Ia detención cuya práctica ordenó el

ahora recurrente. Dado eu€, como recuerda el Alto Tribunal, €l

t ipo penal de las detenciones i legales es una norma penal en

blanco, habrá de ser l lenado de contenido acudiendo al resto

de1 ordenamiento jurfdico, aquf en concreto, Ia Ley de

Enju ic iamiento Cr iminal  (en adelante,  LECr) .  Anal izando los

preceptos correspondlentes, especialmente el artfculo 492 LF,Cr,

salta a la vista que nuestro ordenamiento configura Ia

detención preventiva como una medida cautelar, es decir, Qü€ se

adopta sj- de las circunstancias que los hechos muestran es

presumible que el presunto culpable -cuya concreta imputación

no consta que se efectuara formalmente en los términos del

ar t fcu lo L7.  2  y  3.  CE- se vaya a sust raer  a Ia  acc ión de la

justicia cuando sea l lamado ante el- Juez.
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Este juj-cio de pronóstico 9u€, si bien en otras

ocasiones puede ser errado, pero cabalmente justi-f icado y de

inmediata formulaclón por la dinánica y gravedad de los hechos

en concreto, falta en eI present,e asunto. Como pone de rel leve

e1 Ministerio Fiscal, de los hechos probados que slrven de base

a la sentencia impugnada, se desprende con claridad tanto la

identif icación del presunto infractor como Ia inverosimil i tud

de su hufda, dado que era una persona con arraigo en la

poblac ión,  además de ser ,  ent re ot ras cosas,  func ionar io

municipal y, por tanto, perfectamente conocido por el- alcalde,

ahora recurrente , que ordenó su det,ención.

En resumidas cuentas, el Alto Tribunal '  dr admitir

eI recurso de casación y proceder a Ia condena por el injusto

hecho de que el actor venfa acusado, ha centrado eI tema en su

propia base: saber si,  antes que una detención di laLada, habfa

exj-st ido una detención l lc j-ta. Dado que, eI Tribunal Supremo ha

considerado que no era asf, y que en los hechos declarados pro-

bados habfa base suficiente como para inferir un propósito

delict ivo en el ahora reclamante constitucional, procedió a

dictar la sentencia condenatoria. Por tanto, nl i  se ha producido

indefensión, dado que el- debate sobre los hechos no ha sido

alterado en momento alguno y el objeto de la acusación lo

constituyen los hechos y no la cal i f icación jurfdica que se

haga  so  b re  e l l os  (SSTC,  po r  e jemp lo ,  L4L /L986 ,  L7 /L988 ,

30/L989) ;  n i  se ha vu l -nerado la  presunción de inocencia,  toda

vez que se ha producido una inferencla lógica, razonada y

razonable en Derecho a part ir de hechos declarados probados, 10

que se ajusta a nuestra inconcusa doctrina sentada desde las

SSTC L74 y t75, máxime cuando tales hechos no han sido

controvert idos por eI recurrente, sino, únicamente, han sido

objeto de una interpretación diversa a la que han producido los

ó rganos  j ud i c ia les  compe ten tes  (a r t .  1173 .  3  CE) .
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En méritos a lo que antecede, ld Sección acuerda la

inadmisión a trámite del recurso de amparo 2.550/89 interpuesto

por don Manue1 Espinosa Navarro y su archivo definj-t ivo.

Madrid, a dos de abri l  de mil novecientos

lr r /1l
l l  A  t \ l l l  r

l,ldtl/U"r
4^ --=\ O
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